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Resumen: Comentario sobre la sentencia Nº 948 de 15 de noviembre de 2016 de 
la Sala Constitucional del Tribunal Supremo de Justicia mediante la cual le ordenó 
a la Asamblea Nacional abstenerse de realizar cualquier actividad de control 
político sobre las faltas del Presidente de la República. 
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Abstract: This comment refers to the decision Nº 948 of November 15, 2016 of the 
Constitucional Chamber of the Supreme Tribunal, through which it ordered the 
National Assembly to abstain to develop any action of political control regarding 
the faults of the President of the Republic. 
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I. EL ACUERDO DE LA ASAMBLEA NACIONAL DE 23 DE OCTUBRE DE 2016 
DECLARANDO QUE EN EL PAÍS EXISTÍA UNA SITUACIÓN DE RUPTURA 
DEL ORDEN CONSTITUCIONAL 

El día 23 de octubre de 2016, después de las innumerables sentencias dictadas por la 
Sala Constitucional del Tribunal Supremo, en combinación con el Poder Ejecutivo, 
cercenándole a la Asamblea Nacional todas sus facultades para legislar, para deliberar, para 
controlar y para ejecutar sus funciones como cuerpo elector de segundo grado de los titulares 
de los Poderes Públicos, todo en violación de la Constitución, la Asamblea Nacional, adoptó 
un “Acuerdo para la restitución del orden constitucional en Venezuela,” declarando: 

“la ruptura del orden constitucional y la existencia de un golpe de estado continuado 
cometido por el régimen de Nicolás Maduro en contra de la Constitución de la República 
Bolivariana de Venezuela y el pueblo de Venezuela.” 1 

Dicho Acuerdo lo adoptó la Asamblea basándose en el artículo 333 de la Constitución 
que consagra el derecho y el deber de todos los ciudadanos “de restablecer la efectiva 
vigencia de la Constitución,” teniendo como motivación directa el hecho de que se había 
producido cercenamiento del derecho ciudadano a la participación política mediante el 
ejercicio del derecho a revocar mediante referendo el mandato del Presidente de la República, 
a consecuencia de la decisión adoptada por el Consejo Nacional Electoral del 20 de octubre 
de 2016, “sin fundamentos sólidos e inconstitucionalmente” para “arrebatarle el derecho a 

                                                             
1  http://www.asambleanacional.gob.ve/uploads/documentos/doc_942a0ad957-b62f70d7429dca1375 

d09-969c89d5f.pdf 
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revocar al pueblo venezolano, comprometiendo la paz y la estabilidad de la nación.” En 
Acuerdo, además, tuvo como motivaciones específicas, el hecho de:  

1.  Que tres de los integrantes de dicho Consejo, habían sido nombrados por el Tribunal 
Supremo provisionalmente en diciembre de 2014; y que el desempeño que habían tenido la 
mayoría de los miembros de dicho cuerpo “conspira contra la democracia y revela una 
evidente parcialidad política.” 

2.  Que en diciembre de 2015 la anterior Asamblea había designado “de manera irregular y 
fraudulenta a los Magistrados del Tribunal Supremo de Justicia, violando la Constitución y el 
derecho de participación ciudadana,” quienes en su desempeño habían “terminado de 
desmantelar el Estado de derecho, subordinándose a las órdenes del Poder Ejecutivo.” 

3.  Que aparte de estar en curso una investigación sobre la probable doble nacionalidad del 
Presidente de la República, la cual debía concluir a la brevedad; el mismo había “participado 
activamente en la ruptura del orden constitucional antes señalado,” existiendo, por tanto, 
fundadas razones para sostener que el mismo había “abandonado las funciones 
constitucionales de la Presidencia de la República.” 

En virtud de la alteración del orden constitucional, la Asamblea en el ámbito 
internacional decidió en dicho Acuerdo,  

“solicitar a la comunidad internacional la activación de todos los mecanismos que sean 
necesarios para garantizar los derechos del pueblo de Venezuela, en especial su derecho a la 
democracia,” en particular de los previstos en la Carta Democrática Interamericana.2 

Y en el ámbito nacional, resolvió proceder manera inmediata y de acuerdo con los 
mecanismos constitucionales”  

Primero, a la designación de los rectores del Consejo Nacional Electoral en sustitución 
de los que “fueron nombrados provisionalmente en diciembre de 2014,” para “garantizar el 
respeto del derecho de los venezolanos a elegir, y la independencia de poderes y el respeto al 
estado derecho.” 

Segundo, a la “designación de los Magistrados del Tribunal Supremo de Justicia, para 
garantizar el respeto del derecho de los venezolanos a elegir, así como la independencia de 
poderes y el respeto al estado derecho;”  

Tercero, a “iniciar el proceso para determinar la situación constitucional de la 
Presidencia de la República y convocar a una sesión especial de la Asamblea Nacional para el 
próximo martes 25 de octubre, para evaluar y decidir sobre la materia.” 

Cuarto, “exigir a la Fuerza Armada Nacional no obedecer ni ejecutar ningún acto o 
decisión que sean contrario a los principios constitucionales o menoscaben derechos 
fundamentales del pueblo de Venezuela, emanados del Poder Ejecutivo, Judicial, Ciudadano y 
Electoral.” 

Quinto, “convocar al pueblo de Venezuela, en virtud de los preceptos constitucionales, 
en especial lo establecido en el art 333 de nuestra Constitución, a la defensa activa, constante 

                                                             
2  Debe recordarse que, en el mismo sentido, ya el 23 de junio de 2016 el Secretario General de la 

Organización de Estados Americanos había procedido a solicitar la convocatoria inmediata del 
Consejo Permanente de la OEA para realizar una apreciación colectiva de la situación y adoptar 
las decisiones que estime conveniente, presentándoles el Informe sobre la situación en Venezuela 
en relación con el cumplimiento de la Carta Democrática Interamericana de 30 de mayo de 2016. 
Véase el texto en: oas.org/documents/spa/press/OSG-243.es.pdf. Igualmente, en el libro: La crisis 
de la democracia en Venezuela, La OEA y la Carta Democrática Interamericana. Documentos de 
Luis Almagro (2015-2016), IDEA, Editorial Jurídica Venezolana, Caracas 2016. 
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y valiente de nuestra Carta Magna, de la democracia y el Estado de Derecho, hasta lograr la 
restitución del Orden Constitucional.” 

II. EL ACUERDO DE LA ASAMBLEA NACIONAL DE 25 DE OCTUBRE DE 2016, 
DECIDIENDO INICIAR EL PROCEDIMIENTO DE DECLARATORIA DE 
RESPONSABILIDAD POLÍTICA DEL PRESIDENTE DE LA REPÚBLICA 

De acuerdo con la convocatoria formulada en el Acuerdo de 23 de octubre, en su sesión 
del 25 de octubre de 2017, la Asamblea Nacional considerando que se había producido en el 
país una “ruptura constitucional impulsada por el Presidente de la República,” adoptó el 
"Acuerdo para iniciar el Procedimiento de Declaratoria de Responsabilidad Política del 
Presidente de la República ante la Grave Ruptura del Orden Constitucional y Democrático y 
la Devastación de las Bases Económicas y Sociales de la Nación,”3 resolviendo citar al 
Presidente de la República: 

“para que comparezca al Hemiciclo de Sesiones el día 1 de noviembre de 2016, a las 3:00 
pm., a fin de que exponga sobre su posible responsabilidad por las graves violaciones a la 
Constitución, los Derechos Humanos y la Democracia ya señaladas, y por haber consolidado 
un modelo político-económico y social que por su estatismo, rentismo, burocratismo y 
corrupción ha ocasionado la devastación de la economía del país y, en particular, una enorme 
inflación y el estrangulamiento de la producción nacional, así como el desabastecimiento en el 
rubro de los alimentos y medicamentos e insumos médicos.” 

Entre las motivaciones de dicho Acuerdo, además de explicar la base constitucional para 
adoptarlo,4 estuvieron las siguientes razones: 

Primero, que “el Presidente de la República, Nicolás Maduro Moros, ha gobernado, 
desde el 14 de enero de 2016, merced a un estado de excepción declarado y prorrogado al 
margen de la Constitución, sin la aprobación de la Asamblea Nacional, el cual ha ido 
cercenando progresivamente atribuciones parlamentarias inderogables y ha vulnerado 
derechos fundamentales;” 

Segundo, que “dicho estado de excepción se ha prolongado mucho más allá de lo 
permitido por la Constitución (art. 338) y no ha podido estar sometido a controles 
parlamentarios efectivos, a causa de sentencias arbitrarias del Tribunal Supremo de Justicia 
que han menoscabado las facultades de la Asamblea Nacional en la materia, ni a los controles 

                                                             
3  Véase en http://www.asambleanacional.gob.ve/uploads/documentos/docd3f219591da2f3670fbe83 

c1c23dc3aeb9257587.pdf. 
4   En el Acuerdo se hizo mencionó, primero, a que la Constitución le “confiere a la Asamblea 

Nacional funciones de control sobre el Gobierno y la Administración Pública Nacional (art. 187, 
numeral 3), las cuales son manifestación de la institucionalidad democrática que debe en todo 
momento ser preservada, de acuerdo con los artículos 2 y 333 de la Constitución y los artículos 3 y 
4 de la Carta Democrática Interamericana, adoptada con el voto favorable del Estado venezolano;” 
segundo, a “que dicho control puede conducir, entre otras consecuencias, a la aprobación de un 
voto de censura contra el Vicepresidente Ejecutivo o contra los ministros, a la autorización, 
cuando corresponda, del enjuiciamiento del Presidente de la República o a la declaración de su 
responsabilidad política (arts. 187, numeral 10, 240, 222, 246, y 266, numeral 2, de la 
Constitución);” tercero, a “que la declaración de responsabilidad política del Presidente de la 
República puede dar lugar a que se solicite al Poder Ciudadano el ejercicio de las acciones 
respectivas, sin perjuicio de que se requiera al Ministerio Público el inicio de las investigaciones 
referidas a los delitos que puedan haberse cometido;” cuarto a “que el Presidente de la República, 
a tenor de la Constitución, “Está obligado a procurar la garantía de los derechos y libertades de los 
venezolanos, así como la independencia, integridad, soberanía del territorio y defensa de la 
República”, y que ”La declaración de los estados de excepción no modifica el principio de su 
responsabilidad…” (art. 232).” 
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internacionales previstos en tratados de Derechos Humanos ratificados por Venezuela, tal 
como lo ha denunciado el Alto Comisionado de las Naciones Unidas para los Derechos 
Humanos;” 

Tercero que “el Presidente de la República ha respaldado el desconocimiento por los 
Ministros y otros funcionarios públicos de las solicitudes de comparecencia emanadas de esta 
Asamblea Nacional o sus comisiones, y ha ignorado abiertamente la competencia 
parlamentaria de remover ministros mediante la aprobación de un voto de censura por la 
mayoría calificada de los Diputados de la Asamblea Nacional constitucionalmente 
establecida;” 

Cuarto, que “el Presidente de la República se ha facultado a sí mismo para aprobar 
contratos de interés público con Estados o entidades oficiales extranjeras o con sociedades no 
domiciliadas en Venezuela, quebrantando flagrantemente el artículo 150 de la Constitución;” 

Quinto, que “el estado de excepción ilícitamente en vigor ha conducido a una 
exacerbada concentración de poderes y a un gobierno por decreto que lesiona severamente la 
Democracia y favorece la corrupción;” 

Sexto, que “en el marco del estado de excepción de facto que nos rige, el Presidente de 
la República ha omitido la presentación del proyecto de Ley de Presupuesto ante la Asamblea 
Nacional y ha acudido a la Sala Constitucional, que está a su servicio, para obtener la 
facultad de dictar mediante decreto las normas correspondientes en materia presupuestaria y 
de crédito público;” 

Séptimo, que “no ha cesado e incluso se ha acrecentado la persecución política, de la 
cual el Presidente de la República es corresponsable;” 

Octavo, que “el Presidente de la República ha consumado la supresión de la separación 
de poderes, lo cual ha permitido que, mediante una confabulación Ejecutivo Judicial 
constitutiva de un golpe de Estado, se haya suspendido la recolección de las manifestaciones 
de voluntad necesarias para la iniciativa constitucional del referendo revocatorio 
presidencial;” 

Noveno, que “el Presidente de la República, valiéndose de los poderes ilimitados que ha 
conquistado a costa de la Constitución, ha acudido sistemáticamente a la Sala Constitucional 
del Tribunal Supremo de Justicia para impedir, con criterios políticos, la entrada en vigencia 
de leyes sancionadas por la Asamblea Nacional que hubieran contribuido a solucionar los 
problemas del país, gracias a la generación de transparencia en el manejo de las finanzas 
públicas, la facilitación de la cooperación internacional para la superación de la crisis 
humanitaria, la ampliación de los derechos sociales de los venezolanos y venezolanas y otras 
medidas benéficas para la población y la institucionalidad;” 

Décimo, que “en medio de estas graves violaciones a los principios democráticos y a los 
derechos humanos, propugnadas por el Presidente de la República, se ha agudizado la crisis 
económica y humanitaria que aqueja al país en todos los órdenes;” 

Décimo primero, que “en materia cambiaria la depreciación de la moneda, desde enero 
2016 al 19 de julio de 2016, es de un 212.8%, es decir, que la tasa de cambio para el mes de 
enero se ubicaba en Bs. 199.5 por dólar, y para el mes de julio se ubicó en Bs. 642.2 por 
dólar, según el SIMADI (DICOM), siendo mayor esta devaluación en el dólar paralelo;” 

Décimo segundo, que “el índice de inflación durante el Gobierno del Presidente Nicolás 
Maduro Moros, según cifras del Banco Central de Venezuela, entre los años 2013 y el 2015, 
en el rubro de los alimentos, se incrementó en un 1.259 %, y en materia de salud, en 253%, 
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para una inflación acumulada de 585%, y que en el año 2016 se proyecta una inflación 
superior al 700 %;” y 

Décimo tercero, que “en materia social, la canasta alimentaria familiar para el mes de 
enero de este año se ubicaba en Bs. 106.752,72, y para el mes de septiembre se encontraba en 
Bs. 405.452,00, observándose un incremento anualizado de al menos 680%, lo cual se 
traduce en que se necesitan más de 18 salarios mínimos para cubrir la canasta por cada 
familia venezolana.” 

Con base en las motivaciones del acuerdo, la Asamblea nacional procedió a encomendar 
a la Comisión Especial de Alto Nivel Parlamentario que había sido designada el 23 de 
octubre de 2016, para “evaluar la posibilidad de que esta Asamblea Nacional declare el 
abandono del cargo por el Presidente de la República, así como su posible responsabilidad 
penal. 

La Asamblea nacional, finalmente en el Acuerdo ratificó  

“su compromiso con la restitución del orden constitucional, de acuerdo con lo establecido en 
el artículo 333 de la Constitución, pues la inobservancia de esta se produce no solo por 
medio de un hecho de fuerza contra la institucionalidad en sentido clásico, sino también 
cuando el Presidente de la República hace uso de su autoridad civil y militar para socavar la 
Constitución.”  

III. LA SENTENCIA Nº 948 DE LA SALA CONSTITUCIONAL DEL TRIBUNAL 
SUPREMO DE JUSTICIA DE 15 DE NOVIEMBRE DE 2016, PROHIBIENDO A LA 
ASAMBLEA NACIONAL EJERCER SUS FUNCIONES DE CONTROL POLÍTICO 
CONFORME A LO DECIDIDO EN EL ACUERDO DE 25 DE OCTUBRE DE 2016  

Luego de la adopción del Acuerdo mencionado, el 9 de noviembre de 2016, Procurador 
General de la República acudió ante la Sala Constitucional del Tribunal Supremo de Justicia, 
para interponer una “acción de amparo constitucional […] contra las actuaciones de hecho y 
amenazas proferidas por el parlamento en contra de los Poderes Públicos, la democracia y el 
sistema republicano, amenazas contra la estabilidad y paz de la República, así como las 
actuaciones y amenazas contenidas en el Acto Parlamentario de fecha 25 de octubre de 
2016,” y en particular, pero sin indicar quién era el supuesto agraviado, ni cuáles eran los 
derechos o garantías constitucionales que se denunciaban como supuestamente violados, contra: 

el “Acuerdo para Iniciar el Procedimiento de Declaratoria de Responsabilidad Política del 
Presidente de la República ante la Grave Ruptura del Orden Constitucional y Democrático y 
la Devastación de las Bases Económicas y Sociales de la Nación y en contra de las amenazas 
graves proferidas desde el Órgano Legislativo que tienen una clara intención de provocar 
hechos de violencia que pondrían en peligro la integridad del Patrimonio de la República e 
incluso de sus habitantes; siendo urgente y necesaria, ante la situación planteada, con el fin 
de dar correcta dimensión y sentido a nuestra Carta Magna, obtener un mandato de amparo 
constitucional por parte de ese Máximo Tribunal”. 

Más adelante en su escrito, el Procurador General de la República, pareció cambiar la 
naturaleza de su acción, pasando de una acción de amparo a una acción de nulidad, al indicar 
que solicitaba que la “Sala Constitucional revise la validez del acuerdo objeto de la presente 
acción de nulidad y emita un pronunciamiento expreso que permita la efectiva concretización 
de la administración de justicia,” denunciando un conjunto de supuestos “vicios de 
inconstitucionalidad,” del acto cuestionado, entre ellos, primero, el de “falso supuesto de 
derecho” al considerar que supuestamente el Presidente de la República no podía ser sujeto 
de control político parlamentario (art. 222 de la Constitución), pues el mismo supuestamente 
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“no es funcionario público de carrera, ni de libre nombramiento y remoción, ni es 
funcionario de alto nivel. El Presidente de la República ejerce un cargo de elección popular y 
le corresponde dirigir la Administración Pública en su condición de Jefe de Estado y Jefe de 
Gobierno.” 

El Procurador acusó ante la Sala Constitucional, al Parlamento, de supuestamente tratar 
de propugnar la creación de  

“una matriz” de opinión sobre “inicio de un supuesto “juicio político” al Presidente de la 
República, tesis que, mediáticamente, sería fácil de inocular en los ciudadanos habida cuenta 
de los recientes acontecimientos en la vecina República del Brasil, cuya constitución sí 
establece la posibilidad de abrir a la máxima autoridad del Ejecutivo Nacional un 
impeachment o juicio político.” 

Concluyendo el Procurador con la afirmación de que  

“la Asamblea Nacional, temerariamente, incurre en un falso supuesto de derecho, cuando 
intenta aplicar una figura de juicio político al Presidente de la República que no existe en la 
Constitución ni en el resto del ordenamiento jurídico venezolano, pretendiendo utilizar como 
fundamento normas referidas a otras instituciones jurídicas sólo aplicables a distintos 
funcionarios, en distintas circunstancias, como hemos demostrado en este punto. 

El segundo vicio del Acuerdo parlamentario denunciado por el Procurador fue el de 
“usurpación de funciones” por incompetencia manifiesta de la Asamblea para adoptar el 
Acuerdo impugnado. 

El tercer vicio denunciado, como “el más grave y evidente” fue el de “desviación de 
poder” en el cual habría incurrido la Asamblea al adoptar el Acuerdo impugnado, 
evidenciado según el Procurador en “la actuación de la Asamblea Nacional a partir del 5 de 
enero de 2016” la cual  

“Incluso antes del indicado inicio del primer período de sesiones ordinarias de la Asamblea 
Nacional, ya en noviembre y diciembre de 2015, y a manera de oferta electoral, los diputados 
de los partidos políticos opuestos al partido de Gobierno prometieron a sus electores la 
“salida” del actual Presidente de la República, Nicolás Maduro Moros, de su cargo 
constitucionalmente otorgado por el pueblo venezolano. Varias fueron las fórmulas 
ofrecidas, desde la “renuncia forzada”, hasta el referéndum revocatorio, pasando por la 
inhabilitación en razón del incumplimiento del requisito de nacionalidad venezolana 
exclusiva o por abandono del cargo por incumplimiento de sus funciones.” 

Luego se refirió el Procurador, a las múltiples decisiones adoptadas por la Sala 
Constitucional durante todo el año en contra de la Asamblea Nacional, muchas “incluso con 
fines didácticos, a fin de evitar el quebrantamiento de normas y principios constitucionales,” 
y todas, según el Procurador: 

“emitidas por el órgano habilitado constitucionalmente de manera exclusiva y excluyente 
para ello, por lo que las actuaciones contrapuestas a ellas son, definitivamente, antijurídicas y 
carentes de validez alguna para el campo del Derecho, así como su interpretación, fuera del 
ámbito del órgano constitucionalmente habilitado para ello, resultan en meras opiniones o 
disidencias mediáticas.” 

Por último, el Procurador General se refirió a:  

“Las recurrentes oposiciones del Legislativo Nacional a las actuaciones del resto del Poder 
Público, y en especial a las del Ejecutivo Nacional, y el reciente Acuerdo, de fecha 25 de 
octubre de 2016, evidencian un grave exceso en el ejercicio de las funciones de control que 
la Constitución Nacional ha otorgado a la Asamblea, órgano que no ha atinado en 
comprender el funcionamiento del control de poder dibujado en la Constitución como un 
mecanismo de pesos y contrapesos que alcanza la “circularidad” entre los cinco Poderes, 
impidiendo a cada uno de ellos que, por sí solo, pueda suprimir o anular a otro, u otros. 
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La máxima expresión de este desatino ha sido la oferta de juicio político y destitución del 
Presidente de la República (…) en un sólo acto desprovisto de los más elementales visos de 
juridicidad, racionalidad o lógica.” 

Siguió luego en su escrito el Procurador refiriéndose a las actuaciones de la Asamblea 
Nacional, antes y después del Acuerdo que impugnaba, como elementos que a su juicio 
evidenciaban una desviación de poder de parte del Parlamento, realizadas, señalando que: 

“Casi en términos de negociación secuestrador-rehén, a partir del Acuerdo impugnado, 
rápidamente la Asamblea Nacional organizó sus vocerías, en coordinación con líderes 
políticos que no ostentan cargos públicos, e incluso gobernadores y alcaldes opuestos al 
partido de Gobierno, y elaboró un pliego de “exigencias”, entre las cuales se encuentran: 1) 
Retomar el Referéndum Revocatorio o pactar un adelanto de las elecciones presidenciales; 2) 
Celebración en el corto plazo de las elecciones en los Estados cuyos Diputados están siendo 
investigados por el Poder Judicial; 3) Cambio de los Rectores del CNE que tienen el período 
vencido y 4) la inmediata liberación de los presos políticos.” 

En cuanto al Acuerdo del 23 de octubre de 2016, el Procurador lo consideró como “uno de 
sus más irracionales, antijurídicos y desproporcionados actos” de la Asamblea, y como “el 
mejor ejemplo de las intenciones veladas tras un actuar presuntamente formal y legal,” al 
declarar “la ruptura del orden constitucional y la existencia de un golpe de estado cometido 
por el régimen de Nicolás Maduro.” 

Todo ello, a juicio del Procurador se configuró el vicio de desviación de poder, 
solicitándole a la Sala que: 

“dicte aquellas medidas que considere necesarias para proteger, tanto a la ciudadanía en 
general como al sistema democrático de la República Bolivariana de Venezuela, de las 
amenazas inminentes proferidas desde la Asamblea Nacional”. 

Agregando finalmente que la acción intentada que volvió entonces a calificar como de 
“amparo constitucional,” “se fundamenta principalmente en el hecho de que los actos 
emanados de la Asamblea Nacional mientras ésta se encuentre en desacato de las decisiones 
del Poder Judicial, son absolutamente nulos y así lo ha señalado expresamente esa Sala 
Constitucional en sentencia Nº 808 del 2 de septiembre de 2016,” solicitando que las 
“medidas de amparo constitucional” tuvieran como objeto: 

1.  “Evitar que la Asamblea Nacional reincida en actuaciones como la impugnada, así 
como en otras actuaciones con apariencia de actos con efectos jurídicos dirigidos a 
obtener por la vía de los hechos el control de los Poderes Públicos o la imposición de 
conductas con fines particulares de miembros de la Directiva y demás diputados de 
dicho órgano legislativo nacional, afectos a la situación de confrontación con todos los 
Poderes Públicos. 

2.  Evitar que voceros de la Asamblea Nacional y otros actores o voceros políticos, emitan 
opiniones y convoquen a actividades que pretendan atentar contra la paz de la 
República, generar violencia y pérdidas humanas y materiales para la Nación. Entre 
ellas, movilizaciones hacia zonas declaradas de seguridad conforme a la Ley, y en las 
cuales funcionan los Poderes Públicos. 

3.  Evitar que voceros de la Asamblea Nacional y otros actores o voceros políticos, 
convoquen a movilizaciones o actos de masas dirigidos a realizar llamados al 
desconocimiento o agresión de los Poderes Públicos o sus actuaciones. 

4.  Prohibir a los medios de comunicación social la retransmisión o transmisión en 
diferido de las informaciones relacionadas con los hechos contemplados en los puntos 
anteriores. 

5.  Ordenar al Ejecutivo Nacional tomar las previsiones necesarias para el resguardo de la 
integridad física de los ciudadanos que laboran en las distintas oficinas del sector 
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público a cuyas sedes recurrentemente incitan a movilizarse voceros políticos, así 
como de las instalaciones y bienes que se encuentran en dichas sedes.” 

La Sala Constitucional, ante la acción interpuesta, luego de analizar las previsiones 
constitucionales y el desarrollo jurisprudencial sobre la acción de amparo y, en consecuencia, 
el tema de la ausencia de legitimación activa procesal alguna del Procurador para intentar 
dicha acción, procedió a dictar la sentencia Nº 948 de 15 de noviembre de 2016,5 para lo cual 
tuvo con toda imprecisión que cambiar la naturaleza de la misma, por una acción de nulidad, 
argumentando que: 

“en atención a los postulados pro actione y tutela del orden público constitucional, se 
observa que la presente acción se compagina, ante todo, con una pretensión de nulidad de 
actos emanados de la Asamblea Nacional, conjuntamente con una solicitud de tutela 
constitucional dirigida a evitar que ese órgano legislativo reincida en actuaciones contrarias 
al orden constitucional.” 

Sin embargo, agregó la Sala que: 

“Ciertamente, en principio, los legitimados activos para ejercer la acción de amparo son las 
personas físicas naturales y las personas jurídicas o morales particulares no estatales. Pero el 
Estado y sus personas jurídicas, a través de los órganos que las representan, pueden ejercer la 
acción con base en sus potestades y atribuciones cuando estén en grave riesgo derechos y 
principios de eminente orden público constitucional, que puedan afectar a la colectividad que 
están obligados a defender y proteger.”6  

Terminando, de todo ello, declarando su competencia para conocer, no de la acción de 
amparo intentada, ni de la acción de nulidad deducida, sino de “la presente demanda de 
protección constitucional, en los términos planteados,” admitiéndola pura y simplemente, 
calificándola luego como “demanda de tutela constitucional,” en la cual señaló que: “están 
involucrados valores constitucionales fundamentales, derechos y garantías constitucionales, 
bienes e intereses, incluso patrimoniales, de la República, la estabilidad de la Nación y, por 
ende, el orden público constitucional.” 

La Sala para conocer de la acción, después de reconocer, conforme a las normas que 
rigen la actuación de la Procuraduría General de la República, su competencia para 
“demandar la nulidad de cualquier acto de los órganos y entes del Poder Público Nacional, 
Estadal y Municipal, por razones de inconstitucionalidad o de ilegalidad, e, inclusive, puede 
intentar acciones de amparo constitucional contra personas naturales o jurídicas que 
quebranten los bienes, derechos e intereses de la República,” pasó a referirse a su anterior 
sentencia Nº 808, el 02 de septiembre de 2016, mediante la cual, la Asamblea Nacional 
declaró, “entre otros pronunciamientos, que: “…resultan manifiestamente inconstitucionales 
y, por ende, absolutamente nulos y carentes de toda vigencia y eficacia jurídica, los actos 
emanados de la Asamblea Nacional, incluyendo las leyes que sean sancionadas, mientras se 

                                                             
5   Véase en http://historico.tsj.gob.ve/decisiones/scon/noviembre/192486-948-151116-2016-16-1085. 

HTML  
6  Para ello, la Sala Constitucional citó su sentencia N° 1395 del 21 de noviembre de 2000, 

precisando que: “Por tanto, el objeto del amparo es la tutela judicial reforzada de los derechos y 
garantías constitucionales, lo cual comprende los derechos enunciados por la Constitución, 
algunos de los cuales se encuentran fuera de su Título III (vid., por ejemplo, los artículos 143, 260 
y 317 de la Constitución), así como los consagrados en tratados internacionales sobre derechos 
humanos ratificados por la República, y cualquier otro que sea inherente a la persona humana. 
Lo dicho no implica restringir la noción de derechos o garantías constitucionales a los derechos 
de las personas naturales, pues también las personas jurídicas son titulares de derechos 
fundamentales. Incluso las personas jurídicas de Derecho Público pueden ostentar algunos de 
esos derechos.” 
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mantenga el desacato a la Sala Electoral del Tribunal Supremo de Justicia.” Ello, en virtud 
del desacato por parte de la Asamblea Nacional, derivado:  

“de la nueva juramentación e incorporación de los ciudadanos Nirma Guarulla, Julio Haron 
Ygarza y Romel Guzamana como Diputados de dicha Asamblea Nacional (28-07-2016); en 
una clara y manifiesta rebeldía al mandato judicial contenido en el acto de juzgamiento N° 
260, del 30 de diciembre de 2015, que dictó la Sala Electoral de este Supremo Tribunal; 
desobediencia ésta que fue declarada por esa Sala, en una primera oportunidad, el 11 de 
enero de 2016 (s SE N° 1), siendo admitida y corregida, el 13 de ese mismo mes y año, por 
ese órgano encargado de la función legislativa mediante la desincorporación de los referidos 
ciudadanos (ver sentencia N° 3 del 14 de enero de 2016).  

La Sala mencionó también en su sentencia, la nueva sentencia de la Sala Electoral que 
había declarado “un nuevo desacato a sus fallos precedentes sobre esta materia, en sentencia 
N° 108 del 01 de agosto de 2016,” concluyendo en que a pesar de su sentencia Nº 808 de 2 de 
septiembre de 2016, la Asamblea Nacional “en una acción sin precedentes en la historia 
republicana,” había emitido: 

“varios acuerdos, en una manifestación de continua rebeldía ante dicho acto de juzgamiento 
y en desdeño del ejercicio de las funciones propias de cada uno de los órganos que ejercen el 
Poder Público y del principio de colaboración entre ellos para el logro o realización de los 
fines de la República, manteniendo la incorporación de los ciudadanos Nirma Guarulla, Julio 
Haron Ygarza y Romel Guzamana como integrantes de dicho cuerpo, sin que se hubiere 
resuelto el fondo de la controversia o se hubiere revocado la medida impuesta para asegurar 
la resultas del proceso.” 

En particular, refiriéndose al Acuerdo impugnado, la Sala constató que “fue dictado en 
evidente desacato a los actos de juzgamiento dictados tanto por esta Sala Constitucional 
como por la Sala Electoral de este Supremo Tribunal, por ende, en flagrante violación a la 
garantía del derecho constitucional a la tutela judicial eficaz, derivada de la falta de 
acatamiento de órdenes contenidas en varias decisiones judiciales,” pasando a revisarlo, 
analizarlo y decidir sobre el mismo y sobre los otros actos dictados en ejecución del mismo, 
como actos “parlamentarios” sin forma de ley, declarando que “fue dictado en franco 
desacato de decisiones judiciales emanadas de este Máximo Tribunal de la República,” 
reiterando la declaración que hizo en la sentencia N° 808, del 02 de septiembre de 2016, de 
que: 

“los actos que están ocurriendo en la Asamblea Nacional, mientras se mantenga como hasta 
ahora en desacato de las decisiones de este Alto Tribunal y en especial de esta Sala 
Constitucional, máxima garante de la Constitución como norma suprema, son absolutamente 
nulos y carentes de efectos jurídicos, como antes se ha declarado.” 

Como el Procurador denunció en su acción, la amenaza por parte de las actuaciones de 
la Asamblea Nacional contra “el mantenimiento del orden público, la seguridad personal de 
los ciudadanos (en especial de los funcionarios públicos) y de la preservación de las 
edificaciones e instalaciones públicas…”, pasó a considerar el alegato de acuerdo con lo 
previsto en el artículo 2 de la Ley Orgánica de Amparo sobre Derechos y Garantías 
Constitucionales (que la amenaza sea inminente), considerando que por hecho notorio 
comunicacional se podía considerar que “la amenaza denunciada es real e inminente,” 7 
particularmente en cuanto a lo que habían anunciado algunos diputados sobre “despojar al 
actual Gobierno Constitucional del Poder…”, razón por la cual procedió “como garante de 

                                                             
7   A tal efecto, la Sala hizo referencia a sus sentencias respecto del hecho notorio comunicacional, y 

los efectos jurídicos que el mismo genera, N° 98 del 15 de marzo de 2000, caso: “Oscar Silva 
Hernández”, ratificada en el fallo N° 280 del 28 de febrero de 2008, caso: “Laritza Marcano 
Gómez.” 
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los principios, derechos y garantías constitucionales, así como en ejercicio de la atribución de 
protección a la Constitución,” a dictar un mandamiento de amparo cautelar para garantizar la 
paz del pueblo y la estabilidad democrática de las instituciones, frente a los presuntos hechos 
y amenazas denunciados por el accionante,” en los siguientes términos:  

“4.1. Ordena a las diputadas y diputados de la asamblea nacional abstenerse de continuar 
con el pretendido juicio político y, en definitiva, de dictar cualquier tipo de acto, sea en 
forma de acuerdo o de cualquier otro tipo, que se encuentre al margen de sus atribuciones 
constitucionales y que, en fin, contraríe el Texto Fundamental, de conformidad con la 
jurisprudencia de esta Sala Constitucional. 

4.2. Prohíbe convocar y realizar actos que alteren el orden público; instigaciones contra 
autoridades y Poderes Públicos, así como otras actuaciones al margen de los derechos 
constitucionales y del orden jurídico.” 

La anterior decisión, se adoptó, entonces, por la Sala Constitucional,8 al conocer de una 
“acción de protección constitucional,” que como tal no existe en el ordenamiento jurídico, 
siendo ello solo una denominación genérica que podría aplicarse a muchas acciones (amparo, 
nulidad por inconstitucionalidad, omisión inconstitucional, contencioso administrativo de 
anulación por inconstitucionalidad), en un proceso contra la Asamblea Nacional, llevado a 
cabo en violación al debido proceso, por no haberse citado a los representantes de la 
institución y sin que se hubiese garantizado su derecho a la defensa. En dicho proceso, la 
sala, por otra parte, dictó medidas de amparo cautelar, pero sin que se indicase cuál era el 
derecho o garantía constitucional que se hubiese denunciado como violado, quién era la 
persona agraviada y cómo habría quedado acreditada la “legitimación” activa del Procurador 
General de la república para intentar la acción. 

IV. EL ACUERDO DE LA ASAMBLEA NACIONAL DEL MISMO DÍA 15 DE 
NOVIEMBRE DE 2016, EN DEFENSA DE LOS PRINCIPIOS DEMOCRÁTICOS Y 
REPUBLICANOS, ADOPTADO CON MOTIVO DE LA SENTENCIA Nº 948 DE LA 
SALA CONSTITUCIONAL DE LA MISMA FECHA 

El mismo día 15 de noviembre de 2016, la Asamblea Nacional adoptó un “Acuerdo en 
defensa de los principios democráticos y republicanos, con motivo de la sentencia N° 948 de 
la Sala Constitucional del Tribunal Supremo de Justicia,”9 en el cual para refutar las órdenes 
adoptadas en la sentencia, rechazó dicha sentencia “por ser contraria a los derechos y garantías 
establecidos en la Constitución Nacional,” con base, entre otros, en los siguientes motivos: 

Primero, que la actuación de esta Asamblea Nacional al dictar el Acuerdo cuestionado 
“se ajusta plenamente a lo dispuesto en el artículo 222 de la Constitución,” en cuanto a que 
en ejercicio del control parlamentario, la misma puede declarar la responsabilidad política de 
los funcionarios públicos, incluida la del Presidente de la República por sus actos y por el 
cumplimiento de las obligaciones inherentes a su cargo (art. 223), siendo totalmente 
infundado el alegato del Procurador General de la República de que el Presidente de la 
República no es un funcionario público. Al contrario, indicó la Asamblea, el Presidente de la 
República es incuestionablemente un funcionario público, encargado de dirigir la acción de 
Gobierno, conforme a lo establecido en los artículos 225 y 226 de la Constitución, que como 
todo funcionario público es responsable y que esta Asamblea Nacional sí tiene atribuida 

                                                             
8   Véase sobre la sentencia, la Nota de prensa de la Sala Constitucional de 15 de diciembre de 2016, 

en http://www.lapatilla.com/site/2016/12/15/tsj-declara-nulo-e-ineficaz-juicio-politico-de-la-an-
contra-maduro/ 

9  Véase en http://www.asambleanacional.gob.ve/uploads/documen-tos/doc2927f376d002f85132bf 
39b7d129fb36416d886c.pdf 
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expresamente la función de control sobre el Gobierno (artículo 187, numeral 3 de la 
Constitución), en ejercicio de la cual puede declarar la responsabilidad política del mismo.  

Segundo, que la Sala Constitucional, en su sentencia, “insiste en desconocer la 
legitimidad de la Asamblea Nacional y de los representantes del electorado del estado 
Amazonas, invocando la sentencia cautelar dictada por la Sala Electoral el 30 de diciembre 
de 2015, sin siquiera mencionar el retardo procesal, la violación al debido proceso, 
denegación de justicia y violación del derecho a la participación política del electorado del 
estado Amazonas, en que ha incurrido esa Sala Electoral, al omitir la tramitación y decisión 
definitiva oportuna, en el juicio seguido con motivo de la impugnación de las elecciones 
parlamentarias en el estado Amazonas.” 

Tercero, que la Sala Constitucional con la nueva decisión adoptada “pretende una vez 
más hacer nugatorio el ejercicio de las funciones del Poder Legislativo Nacional e impedir un 
mecanismo de control expresamente atribuido a la Asamblea Nacional, desconociendo lo 
dispuesto en la Constitución, por cuya supremacía, vigencia y aplicación efectiva debe 
velar,” contraviniendo “las previsiones constitucionales sobre las atribuciones de la 
Asamblea Nacional,” atentando “contra el derecho de los ciudadanos a la participación 
política, al ser los diputados sus representantes, elegidos democráticamente y a través de 
quienes ejercen su soberanía,” y apartándose de “su función de garante de las normas y 
principios constitucionales,” lo que ha hecho es “tergiversar la Constitución y adecuar su 
interpretación a las pretensiones del Ejecutivo Nacional;” 

Cuarto, que “el Presidente de la República Nicolás Maduro Moros en declaraciones 
públicas se refirió ayer cínicamente a la sentencia de la Sala Constitucional, calificándola de 
expresión de un sano sistema constitucional, cuando lo cierto es que la misma es una clara 
evidencia del activismo político de sus magistrados, circunstancia que compromete la 
autoridad de la sentencia, por falta de objetividad e independencia del órgano jurisdiccional, 
condición intrínseca de la función judicial;” 

Quinto, que por la ilegitimidad de la designación de los magistrados, la “sentencia, 
como todas las sentencias dictadas por el Tribunal Supremo de Justicia con posterioridad a la 
decisión adoptada por la Asamblea Nacional el 14 de julio de 2016,” (mediante la cual se 
produjo la “declaratoria de nulidad de los nombramientos de tres de los magistrados que 
actualmente la componen”), están incursas en la causal de invalidación prevista en el numeral 
6 del artículo 328 del Código de Procedimiento Civil,” por haber sido dictadas por “Juez que 
no haya tenido nombramiento de tal, o por juez que haya sabido estar depuesto o suspenso 
por decreto legal;” 

Sexto, que “la Sala Constitucional del Tribunal Supremo de Justicia, en absoluta 
contravención a su razón de ser y a los principios más elementales del Estado de derecho y de 
la democracia, ha declinado su función de garante de la constitucionalidad y de los derechos 
fundamentales para servir a los intereses del Poder Ejecutivo;” 

Séptimo, que con la sentencia que motivó el Acuerdo, “se pretende prohibir el ejercicio 
del derecho fundamental a la manifestación, expresamente consagrado en el artículo 68 de la 
Constitución y que sistemáticamente el Tribunal Supremo de Justicia a través de la Sala 
Constitucional y de la Sala Político Administrativa en sentencia N° 840 de fecha 27 de julio 
de 2016, han pretendido criminalizar e impedir, en lugar de garantizarlo y velar por su 
efectiva vigencia, como corresponde a las instancias jurisdiccionales;” 

Octavo, que el artículo 333 de la Constitución, “coloca por encima del Ejecutivo 
Nacional y de los magistrados del Tribunal Supremo de Justicia a los ciudadanos, investidos 
o no de autoridad, imponiéndoles el deber constitucional de colaborar en el restablecimiento 
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de la efectiva vigencia de la Constitución, cuando la misma dejare de observarse por 
cualquier medio que fuere.” 

Con base en estos motivos, la Asamblea Nacional, resolvió entonces ratificar su 
compromiso, “como representante de los electores que eligieron a los diputados que 
actualmente la integran, en la defensa de los principios republicanos y democráticos 
establecidos en la Constitución,” manteniéndose  “firme en el ejercicio de sus atribuciones, 
en beneficio de los intereses del pueblo” (artículos 187, 199, 201, 222 y 223 Constitución), 
rechazando “la criminalización de la protesta y a la negación del derecho a la manifestación 
pacífica y a la participación política de los ciudadanos, por parte del Poder Ejecutivo y del 
Poder Judicial.” 

La Asamblea, además, acordó “condenar el activismo político y la “falta de 
independencia de los magistrados” de la Sala Constitucional del Tribunal Supremo de Justicia y 
la injerencia del Presidente de la República Nicolás Maduro Moros en el ejercicio de la función 
jurisdiccional y exhortarlos a garantizar la paz y la estabilidad democrática en el país, 
adoptando decisiones que se ajusten al verdadero sentido de las normas y principios 
constitucionales.”  

V. EL ACUERDO DE LA ASAMBLEA NACIONAL DEL 15 DE DICIEMBRE DE 
2016, SOBRE LA VIOLACIÓN DE LOS DERECHOS POLÍTICOS Y CRISIS DEL 
SISTEMA ELECTORAL  

Con fecha 15 de diciembre de 2016, y como consecuencia de la sentencia de la Sala 
Constitucional del Tribunal Supremo Nº 1086 del 13 de diciembre de 2016, mediante la cual 
designó inconstitucionalmente a los Rectores del Consejo Nacional Electoral, la Asamblea 
Nacional adoptó un Acuerdo sobre la violación de los derechos políticos y crisis del sistema 
electoral,10 considerando que con ello, había violado abiertamente la Constitución, negándole 
a los ciudadanos su derecho a participar en los asuntos públicos, en particular en el Comité de 
Postulaciones Electorales para designación de dichos rectores principal.  

En particular, la Asamblea Nacional consideró que a los fines de la designación de las 
rectoras del Consejo Nacional Electoral, a quienes efectivamente corresponde sustituir, la 
propia Asamblea había procedido oportunamente a convocar y constituir el Comité de 
Postulaciones Electorales, y a tal efecto, había recibido la lista de los ciudadanos 
seleccionados como elegibles por ese Comité de Postulaciones Electorales, habiendo 
cumplido los trámites para decidir las nuevas designaciones, a partir de la lista de postulados 
por las Universidades Nacionales, sin que pudiera argumentarse omisión de ningún tipo,” 
concluyendo en consecuencia que: 

“la Sala Constitucional, al proceder arbitrariamente y sin fundamento jurídico a reelegir a las 
rectoras principales del Consejo Nacional Electoral, que tienen el período vencido, viola la 
Constitución, pretende desconocer la autoridad de este cuerpo parlamentario y atenta contra 
los principios y valores constitucionales de la democracia participativa y protagónica.” 

Como consecuencia, en el Acuerdo mencionado, la Asamblea Nacional al reivindicar 
“la potestad exclusiva y excluyente de la Asamblea Nacional para designar rectores del 
Consejo Nacional Electoral, de conformidad con el artículo 296 de la Constitución,” rechazó: 

“por usurpación de funciones y de conformidad con el artículo 333 de la Constitución, la 
írrita sentencia 1086 de la Sala Constitucional del Tribunal Supremo de Justicia, de fecha 13 
de diciembre, en virtud de la cual se designan, de manera inconstitucional, los rectores del 

                                                             
10   Véase en http://www.asambleanacional.gob.ve/uploads/documen-tos/doc5006dd9fd88327ee986c 

9907cef8bf805d7eab41.pdf 
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3Consejo Nacional Electoral correspondientes a los que deberían ser postulados por la 
Universidades Nacionales y por el Poder Ciudadano, y en este sentido desconocer dicha 
decisión por contrariar los principios constitucionales y violar los derechos fundamentales 
consagrados en la Constitución.” 

Como consecuencia, la Asamblea decidió proceder a concluir el procedimiento para la 
designación de los mencionados funcionarios para el período 2016-2023 a partir de lo 
establecido en el Informe Final que le había presentado en fecha 5 de diciembre de 2016 el 
Comité de Postulaciones Electorales.  
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